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La obligación de seguridad ha s ido definida como aquella en virtud 
de la cual una de las partes en el contrato se compromete a no dañar al otro 
contratante, ya sea su persona o sus bienes durante la ejecución del con­
trato, pudiendo ser asumida tal obligación en forma expresa por las partes, 
impuesta por la ley o bien surgir tácitamente del contrato (a través de su 
interpretación en base al principio de la buena fe) 1

• 

Al derecho no só lo le interesa el cumplimiento de la prestac ión que 
hace a la esencia de l contrato y que le da vida, sino que también le intere­
sa, y con especial intensidad, que no se produzcan daños por su motivo . 
Ocurre que en la ejecución de los contratos existe alguna probabilidad, de 
grado variable, de que se produzcan daños al cocontratante, ya sea en su 
persona o en sus bienes. 

Así la doctrina y jurisprudencia desarro llaron un particular factor de 
atribuc ión, entendi endo que junto con la obligación principal existe una 
ob ligación tácita y secundaria que prescribe no dañar a l cocontratante, ac­
tuando ésta como una garantía a favor de é l y encontrando su fu ndamento 
normativo en e l art. 1198 del Código Civ i 1, que consagra e l principio inter­
pretativo de la buena fe en los contratos. 

En realidad, estas palabras liminares toman partido por una vis ión de 
un instituto que se ha lla controvertido en todos sus términos, controversias 
que más adelante intentaré desarro ll ar. 

· Ponencia ganadora de l Segundo Premi o en Concurso de Ponencias de A lumnos de las 
··xx Jornadas Naciona les de Derecho C ivil" en Homenaje al Profesor Migue l Á ngel C iuro 
Ca ldani , rea lizadas en Buenos Aires de l 22 al 24 de septi embre de 2005 en la Facultad de 
Derecho de la UBA. 

1 V AzQUEZ FERREYRA, La obligación de seguridad en/a responsabilidad civil y Ley de 
Contrato de Trabajo, ps. 105 y 106. 
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l. ÜRIGEN Y DESARROLLO DEL INSTIT UTO 

La obligac ión de seguridad nac ió como un in strum ento j urídico idó­
neo para pos ibilitar la reparac ión de c iertos daños no prev istos expresa­
mente en las re lac iones negocia les y que contaban con muy pocas pos ibi­
lidades de ser reparados a través de los estándares imperantes a fi na les de l 
s iglo XIX . 

As í, presente e l perj uic io der ivado de la ejecuc ión de l contrato, se 
presentaba como muy poco probable obtener una sentenc ia favorab le en un 
sistema de responsabilidad c iv il donde campeaba en todo su espl endor e l 
princ ipio que postula : " no hay responsabilidad s in culpa" . Va le decir que al 
acreedor perjudicado debía reclamar una indemni zac ión en la órbi ta de la 
responsabilidad extracontractua l, demostrando la c ulpa de su de udor. 

Es en Franc ia donde tiene origen y elaborac ión jurídica la "obliga­
c ión de seguridad" y específicamente en e l contrato de transporte de per­
sonas. El primer hito lo s ienta la jurisprudenc ia francesa en e l fa llo de la 
Corte de Casac ión "Zbidi Amida v. Compañía Genera l Transatlántico", de l 
2111 1/ 1911. 

El recurso cons istió bás icamente en ensanchar e l contenido de l con­
trato y razonar que, además de lo que e l acuerdo ev identemente dec ía, 
exist ían prestac iones implícitas que las partes entendieron o prev is ible­
mente pudieron entender comprendidas en é l. De este modo, se evitaba 
trans itar por la vía extracontractua l, con todos los esco llos descriptos, y se 
proporc ionaba a la víctima un camino más senc illo para verse compensada, 
como eran los remedios legales por incumplimiento de l contrato, y espec í­
fica mente la responsabilidad contractua l 2

. Éste es e l fenómeno que se ha 
llamado, muy ilu strativamente, " infl ación obligac iona l" . 

JI. L A NADA PACÍFICA DELIMITACIÓN DEL INSTITUTO 

A pesar de la ampli a di fu s ión de l inst ituto en la doctr ina y la j uri spru­
denc ia, donde cas i nadie discute su ex istenc ia, la de limi tac ión exacta de 
sus contornos no fue ni es pacífica y e llo se hace notar en las característ icas 
y a lcances diversos que le son as ignadas desde di versos sectores. 

Esquemati zando, las d ive rgenc ias exi stentes son, a l menos, las s i­
guientes : 

2 ACCIARRI , Hugo, " Los criterios de efic iencia como fundamento para la reforma 
del derecho privado en Latinoaméri ca", Revista de Responsabilidad Civil y Seguros, 
La Ley, Buenos Aires, año 111 , nro. 1, enero- febrero de 2001 , ps. 26 a 42 . 
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- ¿S u incumplimiento genera responsabilidad contractual o extra­
contractual? 

- ¿Consiste en una obligación de resultados o sólo implica una o bli­
gación de medios? 

- ¿S u naturaleza es la de una obli gac ión principal o la de una acce­
soria? 

- ¿ Ex iste en todos los contratos o só lo en algunos que presentan 
c iertas particularidades? 

Antes de comenzar e l desarro ll o de cada una de las a lte rnativas es 
menester aclarar un punto que ta l vez no esté de l todo c laro : la o bligación 
de seguridad nac ió a partir de una inte rpretac ión extens iva de l contenido de 
los contratos. Sin embargo, su posterior desarrollo desembocó en su con­
sagrac ión lega l para algunos sectores particulares (productos e laborados, 
espectáculos públicos, transporte aéreo, LCT) en donde, por e llo mismo, e l 
instituto ti ene un a lto grado de definición. 

Luego, e l "oj o de la tormenta" se encuentra en la obligac ió n " tácita" 
de seguridad ; es decir, aque lla que no está expresamente prev ista en e l 
contrato ni en la ley. 

l. Responsabilidad contractual o extracontractual 

La reso lución de l primero de los confl ictos antes menc ionados debe 
ser bien distinguido de la diluc idación de los demás ítems. 

Un sector de la doctrina asegura que la obligación de seguridad no 
se genera en la órbita contractual , s ino que es una s imple consecuencia 
de aplicar e l genérico deber de no dañar a nadie (alterum non laedere) . El 
contrato constituiría só lo la ocas ión de l daño, pero e l deber de no dañar 
ti ene v ida propia fuera de é l. 

Entonces, la responsabilidad no surg iría del incumplimiento de una 
obligación implíc ita de fuente contractual sino de otra genera l, lega l y pre­
v ia a l contrato que proscribe dañar la persona o los bienes de otro sujeto . 
El incumplimiento de este deber se reso lvería en e l campo de la respo nsa­
bilidad aquiliana 3• 

La gran mayoría de la doctrina y la jurisprudenc ia reconoce que la 
Óbligación de seguridad surge como una derivación de l allerum non lae­
dere aq uiliano, pero sostiene decididamente que su ámbito propio es e l 
contractua l y a llí es donde adquiere su razón de ser 4

• 

3 E n este sentido, W AYA K, " El deber de seguridad y la responsab ilid ad del empleado r ... 
ED del 26/3/ 1986. 

' "Sa nta Col oma". 5/8/ 1986, ED 120-651. 
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Su fundamento sería la buena fe y su soporte legal e l art. 1198 de l 
Códi go C ivil , de donde surge que los contratos obligan tamb ién en aquello 
que las partes veros ímilmente entendieron o pudieron entender obrando 
con cuidado y prev is ión de acuerdo a l principio de " buena fe". 

De esta manera, la "buena fe" (buena fe objetiva) se presenta como e l 
elemento fundante de la obligación de seguridad, y as í lo admite pac ífica­
mente la j urisprudenc ia. 

Sin embargo, a lguna doctrina ha señalado como insufi ciente recurrir 
a princ ipio tan amplio. 

Como respuesta, y en la línea que sostiene a la buena fe como piedra 
angular del instituto estudiado, se ha afirm ado que explica mejor la c laú­
sula de seguridad la necesidad de proteger la confia nza de los contratantes. 
Confianza de que no sufrirá daño a lguno durante e l desarro llo de l progra­
ma contenido en el contrato . Ésta sería la cri sta lización de la buena fe en 
e l caso concreto 5• 

Este argum ento muestra su atractivo mayor cuando se as igna un va­
lor económico a la "confianza". La carencia de e lla, desde un punto de 
vista económico, generaría costos adicionales de precauc ión (básicam ente 
adq ui rir info rmac ión re lati va a la actividad a desarro ll arse en v irtud de l 
contrato) . La confia nza ahorra gastos. 

De este modo, la re lac ión entre las variab les será directamente pro­
porcional: a mayores costos de prevenc ión, mayor será la neces idad de 
obtener confianza. 

Entonces a quien le sea menos costoso prevenir debería asumir en 
su patrim onio e l ri esgo de un pos ible daño derivado de la ejecuc ión de l 
contrato. 

2. Naturaleza de la obligación de segur idad , ¿accesoria o principal? 

Genera lmente se predica de la obligación de seguridad que su natura­
leza es la de una ob ligac ión accesoria a la obligación principa l6 . 

Esta afirmac ión, casi intu itiva , pretende ilustrar la idea de una ob li­
gac ión (la accesor ia) que no hace a la configuración de l contrato, a su ti­
pifi cac ión, y por el lo que se ha lla subordinada a la obligación princ ipal. 
S in embargo, en esta premisa no ex iste intenc ión de proponer una esca la 

5 Y ERGARA, Leandro, ·' La obligac ión de seguridad : e l fu ndamento de l deber de reparar 
basado en e l principio de la protección de la confianza", JA 1995-11-942. 

" En este sentido, Bucres, Bustamantc Al sin a, Mayo. Mosset lturraspe, Lorenzetti. 
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va lorativa entre las prestaciones debidas. Esta posición no quiere decir que 
la ob ligación principal sea más importante que la obligación accesoria 7. 

Frente a esta tesitura se er ige una contraria, que sost iene, haciendo 
hincapié en la importancia de los bienes tutelados por la ob li gac ión de 
seguridad (vida, sa lud, integridad corpora l, entre otros), que ésta es tan 
principal como la ob ligación que define e l contrato 8 . 

Esta perspectiva supone que la noción de accesoriedad importa la idea 
de una jerarquización axio lógica entre las prestaciones objeto de las obli­
gaciones, pero además, se opone a una singu lar consecuenc ia práctica : e l 
cumplim iento de la ob li gación principal no siempre trae aparejado e l c um­
plimiento de la ob ligac ión de seguridad , a e lla no le es ap licab le la máxima 
contenida en e l art. 525 del Código C ivi l de que lo accesorio sigue la suerte 
de lo principal. 

Una tercera a lternativa ofrece la doctrina que sostiene que la de segu­
ridad es una ob ligación secundaria aunque autónoma. Con e ll o se intenta 
dar solución a los problemas que surgen de las dos teorías anteriores 9 . 

Esta explicación reemplaza el binomio " principal-accesoria" por e l 
semánticamente más correcto " primaria-secundaria". 

Es secundaria y no primaria porque no hace a la tipificación del con­
trato, no define su génesis ni determina su funcionalidad. 

Se ha ll aría en un segundo plano, pero no porque sea más importante 
cumplir con e l objeto del contrato que con la máxima de no dañar, s ino por­
que no hace a la caracterizac ión del contrato particularmente considerado. 

Se trata de un deber anexo pero no subordinado (aun en e l supuesto 
poco probable de que se pacte expresamente en e l contrato). 

Es autónoma porque funciona con independencia del cumplimiento 
de la obligac ión primaria . Es decir, no se trata de una obligación accesoria 
al estilo del art. 525 del Código C ivil , que se nos aparece como encadenada 
a la suerte de la obligación principal , sino que tiene un fin en sí mi sma . 

Puede perfectatnente, curnpl.irse con la ob ligación primaria y no darse 
satisfacción a la ob ligación de indemnidad 10

. 

Si no, piénsese en la responsabilidad por productos e laborados, donde 
se cump le la ob ligac ión entregando e l producto que hace a l contrato de 

7 ZAVAI.A DE GoNZÁLES, Matildc, Resarcimiento de daíios. l. IV, llammurabi . p. 393 . 

• En este sen tido. St iglitz, Vázqucz Fcrreira. 

" En este sentido. BuRGos, " La ob ligación de seguridad", JI\ 1995 -1-994 : A GOGLIA -
M EZA - BoRAGINA, Responsabilidad por incumplimiento contractual. llammurabi . buenos 
1\i rcs, 1994. 

'" Ver vo to de l juez Roncoroni (considerando 111 ) en Sup. Corte Bs. 1\s .. 14/4/2004. 
'·Fcrnández, Fernando v. Roll SRL y otro' '. LNB/\ 2005-0-25 . 
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compraventa (ej .: un automotor), pero luego se produce al accipiens un 
daño por un vic io de fabricación. 

En fin , como bien se ha resaltado, estamos en parte ante un problema 
de palabras (secundario o accesorio) donde lo realmente signifi cat ivo es 
resaltar el carácter autónomo de la obligación de seguridad. 

3. Factor de atribución (objetivo o subjetivo) 

Tal vez éste sea uno de los puntos más álgidos, debido, obviamente, a 
las consecuencias patrimoniales que conllev.a. 

La doctrina predominante plantea la controversia a través de la ya 
c lásica clasificación de Demogue de las obligaciones según que el acreedor 
comprometa un resultado concreto o só lo se ob ligue a desplegar todos los 
recursos para conseguirlo (obligaciones de medios y de resultado). 

Sin embargo, pareciera más conveniente referirse a la aplicación de 
un factor objetivo o subjetivo de atribución ya que utili za r la c las ificación 
del autor francés trae aparejado como inconveniente tras ladar a nuestra 
exposición los debates propios acerca de sus contornos . Eso sumaría a los 
problemas doctrinarios que nos presenta el instituto bajo estudio, los que 
plantea la clasificación de las obligaciones propuesta por Demogue. 

Así, hay quienes hablan de obligaciones de medios y de resultados, 
y luego diferencian estas últimas, según la intensidad del fin prometido 
y las circunstancias de hecho, en atenuadas y normales, y demás varian­
tes, tratando de adaptar el distingo a la plataforma fáctica que les sirve de 
partida, además de la confusión que puede plantear con el contenido de la 
obligación primaria. 

Por eso creo que es preferible, en honor a la claridad expositiva, refe­
rirse aquí a factor de atribución objetivo o subjetivo. 

Generalmente e l anali sta jurídico pone el acento en las consecuencias 
derivadas de l uso de uno u otro factor de atribución. Esto es, a los efectos 
que con ll evan a la hora de atribuir responsabilidades (el cómo), pero re u I­
ta de mayor interés indagar en las causas por las que es "conveniente" e l 
uso de alguno de e llos (el por qué). 

Primero me concentraré en este punto para luego dedicarme al análi­
sis de las so luc iones propuestas en el caso bajo estudio. 

La opción por una u otra so lución incidirá muy probablemente en la 
prevención de los daños . 

Segú n e l " Análisis Económico del Derecho" 11
, la conducta de l po­

tencia l dañador (en este caso el deudor) no será igual s i sabe que ante la 

11 Ver /\cc tARRt, llugu, ' 'Los crite rios de eficiencia .. :·. cit. , ps. 26 a 42. 
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producc ión de l perj uic io responderá, o si, a l contrari o, sabe que no sufrirá 
consecuencias. 

De este modo, las reg las de responsabilidad actúan como incent ivos 
para que las personas hagan o dejen de hacer c iertas actividades. 

Esta part icular vis ión de lo jurídico adopta la "efi c ienc ia" como obje­
tivo (efic iencia en la as ignación de los recursos limitados). 

Entonces, e l fac tor de atri bución utili zado incidirá sobre e l nive l de 
precauc ión que adopten los contratantes (ej.: un transporti sta) . 

Con responsabilidad por culpa e l acreedor responderá só lo s i e l nive l 
de precauc ión adoptado es menor a un estándar preestablecido (due care) . 

Entonces e l acreedor invertirá en precauc ión só lo hasta e l punto en 
que quede sat isfecho ese estándar, porque aumentar ese costo no le gene­
rará benefic io. 

Sólo tendremos una soluc ión efic iente s i e l estándar preestablec ido 
(due care) co inc ide con e l nive l socia lm ente óptimo . 

Pero s i e legimos la responsabilidad objetiva, e l acreedor que produz­
ca un daño (jamás se podrá prescindi r de l adecuado nexo causa l) debe 
responder siempre. 

Entonces, tiene incenti vo para que su nive l de precauc ión coinc ida 
con el nive l soc ia lmente óptimo. 

Invertirá en prevención hasta el punto en que con un nivel constante 
de acti vidad, no disminuya la probabilidad de daños . 

Desde un punto de vista más "tradic iona l", MatildeZava la de Gonzá lez 
propone una serie de razones que ava lan la adopc ión de un factor objetivo 
de atribuc ión 12

: 

- El objetivo buscado por los interesados puede no ser intrín seca­
mente pe ligroso, pero se in serta en un contexto fáctico donde es frecuente 
la producc ión de daños. 

- El responsable tiene poder y contro l sobre la activ idad mientras 
que las eventua les víctimas se encuentran inermes y no pueden adoptar 
precauc iones; o sea, aq ué l es fuerte para prevenir el daño y éstas son déb i­
les ante e l problema les ivo y us consecuencias. Dicho sujeto suele er el 
que se encuentra en mejores condic iones para contratar un seguro a fin de 
cubrir las contingencias ri esgosas. 

- Fina lmente, con frecuenc ia hay incum plimiento a deberes de segu­
ridad por e l responsable o por las personas bajo su contro l, pero es impos i­
ble o d ific ul toso ac red itarlo. 

A e ll os se puede su mar, como motivo favo rab le a la objetivación de la 
responsabilidad e l hecho de que qui en exp lota una actividad y se aprove-

12 ZAVALA DE G ONZA LEZ. Matildc, l?esarcimiento de daños, l. IV, cit. p. 392. 
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cha de sus benefi c ios debe responder de los ri esgos que con e lla introduce 
en la sociedad en general y a sus cocontratantes en partic ular. 

Es decir, quien explota una activ idad determinada debe prever entre 
sus pos ibles riesgos empresarios e l de responder por los daños ocasionados 
(se trata de una aplicación de la teoría de l riesgo provecho). 

Entonces: 
Un sector de la doctrina afirma que si en la ejecuc ión de un contrato e l 

acreedor produce un perjuicio en la persona o bienes de l deudor se genera 
un presunción de adecuación causal y só lo podrá ex imirse s i acredita que 
e l nexo causal se ha roto (hecho de la v íctima de un tercero o caso fortuito) 
siendo indiferente la alegación y prueba de su actuar diligente y apegado a 
todas las reg las de conducta que se le ocurran 13

. 

Esto es, la objeti vac ión de la responsabilidad que parte de la doctrina 
identifica con e l compromi so de un resultado (no te dañaré, pero si te daño 
responderé). 

En e l fallo "N ., M. L. v. Diquesur" del 9 de dic iembre de 2004, la 
Cámara Nacional de Ape laciones en lo C ivil , sa la H 1\ ha dicho: "El factor 
de atribuc ión es objetivo y surge de la prev isión que di spone e l art. 11 98, 
párr. 1, Código Civil , de l cual nace un nive l de seguridad accesorio desti ­
nado a preservar la integridad de las personas que son parte en e l negoc io 
jurídico. Por ende, correspondía a la demandada acercar la prueba condu­
cente a los fines de exonerarse de su deber de reparar e l daño ocas ionado, 
acreditando que éste acaec ió por e l hecho de la víctima, por el hecho de un 
tercero por quien no debe responder, o bien por el casus genérico legislado 
en los arts. 523 y 524 de l CC iv. ". 

Por otro lado, se ubica la doctrina (quizás hoy superada) que propone 
la aplicación de un facto r subjetivo identificado con la "culpa". El acreedor 
sólo responderá si no acred ita que desplegó toda la activ idad dili gente a la 
que estaba obligado (s iempre que se presu ma su culpa, y por ende se in­
vierta la carga probatoria) y obv iamente tampoco responderá s i demuestra 
que no hay causalidad adecuada entre su actuar y e l daño. 

Éste es e l concepto que sost ienen quienes d icen que la de seguridad 
es una obli gac ión de medios (haré todo lo pos ible para no dañarte, pero s i 
aún así te daño, no responderé). 

Éstas podrían denominarse pos ic iones abso lutas y a loj adas en los ex­
tremos, pero tamb ién tenemos construcciones que di stinguen según la ín­
do le de la act iv idad en que consista la obli gación primaria . 

13 Conf. Stiglitz, Zannon i, Kcme lmajer de Carlucci. Meza, Agoglia y Boragina. 
14 Publicado en JA 2003 -11 , fascículo 1 O. 
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De este modo, se procede a un análisis casuístico y se evita la cons­
trucción de una solución única para todos los casos. 

La fórmula podría definirse de la siguiente forma: la reg la será la apli­
cación de responsabilidad objetiva. Sólo se aplicará un factor subjetivo de 
atribución cuando la seguridad del deudor sea demasiado aleatoria, depen­
diendo poco de la exclusiva diligencia del deudor 15

• 

Ha dicho la Cámara Nacional de Apelaciones en lo C iv il , sa la E, en 
fa llo de l 16/8/2001 en los autos " Farhi, Alejandro Y. v. Fortín Maure SA 
y otro" 16

: "dicha obligación no es de resultado, sino de medios. Es que, 
la integridad de la persona del acreedor o de sus bienes -en e l caso, de l 
espectador- es demasiado aleatoria, dependiendo poco de la exc lusiva 
diligenc ia de l deudor --el empresario organizador-, por lo que e l factor 
de atribución será subjetivo". 

Lo c ierto es que en todos los subs istemas de responsabi lidad donde se 
ha consagrado lega lmente la obligación de seguridad se ha estab lecido una 
responsabilidad objetiva, a saber: responsabilidad po r productos e labora­
dos y servic ios (ley 24.240), por espectáculos deportivos ( ley 23. 184 ), por 
transporte ferroviario (art. 184, CCom.), de los estab lecimientos educati­
vos (art. 1117, CCiv.), del posadero (art. 1118, CCiv.). 

Quizás el único subsistema donde ha sido establecido un facto r de atri­
bución subjetivo sea en la responsabilidad del transpot1ador aéreo por los 
daños a las personas y equipajes que en e l art. 142 del Código Aeronáutico, 
y a contramano de la tendencia internacional , regula una responsabilidad 
fundada en la culpa y con topes indemnizatorios . 

4. ¿Existe en todos los contratos o sólo en algunos? 

La doctrina y la jurisprudencia mayoritaria sostienen que la obliga­
ción de seguridad está tácitamente inserta só lo en a lgu nos contratos que 
por sus características pat1iculares presentan una considerab le probabili ­
dad de producir daños al acreedor a l momento de su ejecución, por lo que 
la obligación primaria tendría un nexo importante con la indemn,idad de los 
contratantes. Así ocu rre con los contratos médicos, contrato de transpot1e, 
contrato de enseñanza, contrato de espectáculos públicos y/o depo t1ivos, 
contrato de juegos de feria. 

Una posición minoritaria afirma que la ob ligación de seguridad se 
encuentra implícita en todos los contratos, con independencia de sus parti­
cu laridades, y no sólo en aq ue llos que presenten un riesgo serio en la inte-

15 Con f. VAzouEz F ERREY RA, " Las obligaciones de seguridad' '. JA 1987- IV-952. 
1
'' Pub licado en JA 2002-1-580. 
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gridad de los contratantes. Es la pos ic ión defendida por Agog lia, Borag ina 
y Meza 17

, que dicen que en el último supuesto se estaría incorporando e l 
factor ri esgo creado e n la órbita contractua l y se estaría prescindiendo de 
la garantía de indemnidad . 

Continúan dic iendo los autores que de darse una infracc ión de los ám­
bitos de responsabilidad civ il (contractua l y extracontractua l), e l institu to 
conservaría su utilidad s iempre que se entienda que la obligac ión tác ita 
de seguridad ex iste en todos los contratos, ya que só lo se aplicará en los 
contratos que impliquen actividad no ri esgosa, porque en los que importen 
acti vidad ri esgosa, se aplicaría e l factor ri esgo. 

IIJ. L A OBLIGACIÓN DE SEGURIDAD EN LOS ESPECTÁCULOS PÚBLICOS . 

SOLUCIONES DE LA JURISPRUDENCIA 

Quis iera ahora puntua lizar en un contrato específico: e l contrato in no­
minado de espectáculo públi co. A este respecto, la doctrina y jurispruden­
c ia es conteste en sostener que éste es uno de los campos de aplicac ión más 
frecuentes de la obligac ión (tác ita) de seguridad. 

En rea lidad, ésta es una expres ión genéri ca que pretende abarcar una 
serie de prestaciones específicas (c inematógrafo, discotecas y sa lones de 
ba ile, rec ita les, pub), en las que e l común denomi nador es e l comprom iso 
que asume e l orga nizador/explotador de brindar un serv ic io de entreteni­
m iento, d ive rsión y distracc ión a cambio de un prec io que abona e l es­
pectador. (Dejo intencionadamente fuera de la expos ic ión a l espectáculo 
deportivo por contar con regul ac ión lega l prop ia) . 

En las d istin tas actividades que pueden constitu ir e l objeto de este 
contrato, ex iste un grado var iable de probab ilidades de que se produzcan 
daños al acreedor en la ej ec ución de l contrato y aun después de e lla. Por 
e llo, y repi tiendo lo antes menc ionado, la doctrin a y jurisprudenc ia han 
puesto espec ia l atenc ión en é l. 

La evolución jurisprudencia! ha ido desde la eva luac ión de la diligen­
cia del organizador en la prestac ión de sus obl igaciones hasta la aplicación 
de una estricta responsabilidad o bjetiva. 

S in embargo, lo que resul ta llamativo en estos casos (particularm ente 
en e l de locales donde el público concurre tumul tuosamente, como discote­
cas o rec ita les) es que es muy común que e l daño provenga de otro as isten­
te/espectador que no ti ene re lac ión de dependenc ia con e l o rganizador, y 
la pregunta surge patente : ¿en este caso se config ura la ex im ente conocida 

17 A o OGI J,\ - M EZi\ - f30R AG INA. I?!!SfJOIISUhilidad ¡;or incumplillliemo ... . cil. 
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como " hecho de tercero"? A prio ri pareciera que s í, pero un anális is más 
detenido y apoyado en las características de estas empresas provocan, por 
lo menos, serias dudas . 

En el caso "Garriz, Carlos A. v. Responsable de Terremoto", falla­
do por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sala 1, de fecha 
27/3/2001 18, e l actor, encontrándose dentro del local explotado bajo e l 
nom bre "Terremoto Bailable", recibió un botellazo en la cara, sin haberse 
podido identificar al autor del hecho. A raíz de l suceso padeció diversas le­
siones. El tribunal dijo: "As í, pues, los empresar ios o promotores de espec­
tácu los están obli gados por un deber lega l de garantía o seguridad respecto 
de la indemnidad de los espectadores mientras asisten y permanecen en 
el lugar, antes, durante y hasta después de la finalización de l evento. Ello 
configura en circunstancias como las de autos una obligación de resultado, 
que imponen al organizador una responsabilidad objetiva, la cual só lo pue­
de excusarse, como dije, por la prueba de la culpa exclusiva de la víctima, 
o de un tercero o por un caso fortuito. Ninguna de estas ex imentes ha sido 
alegada por la demandada al expresar agravios, por lo cual la primera sen­
tenc ia debe ser confirmada en este punto". 

En este decisorio, como puede apreciarse, e l tribunal se inc linó por la 
existenc ia de una obligación de resultado en cabeza de l organ izador ende­
rezada a preservar la indemnidad de los espectadores. Sin embargo, aq uí 
se menc iona como posible ex imente el hecho de un tercero por quien no se 
deba responder. Lamentablemente, la cuest ión se resolvió a partir de la carga 
probatoria omitida por el demandado. 

Otro fallo jurisprudenc ia! em it.ido por la Suprema Co11e de la Provincia 
de Buenos Aires, de fecha 14/4/2004 19, trata una pl ataform a fáctica pare­
cida, pero se destaca por lo prodig ioso de sus fundamentos, en especia l, la 
delimitación de las ex imentes y e l fundamento de la ap licación de respon­
sabilidad objetiva. 

En este caso, e l actor concurrió a la discoteca "Soul Train", exp lotada 
comercialmente por " Ro l! SRL", donde fue agred ido por una persona des­
conoc ida que huyó luego de go lpearl o vio lentamente en su ojo izquierdo, 
produciendo posteriormente su pérdida total. Con respecto a la cuestión de 
la eximentes aplicables, e l Tribunal dijo: "Es prudente advertir que cuando 
hab lamos del hecho de un tercero como caso fortuito y con aptitud para 
exonerar de responsabi lidad al titular de la discoteca por el incumplimiento 
objetivo de su obligación de seguridad, nos estamos refiriendo al hecho de un 
tercero que es extraño, exterior o queda fuera de la actividad o marco de 

1" Publicado en JA 2001-111-536 
19 ·' Fernández, Fernando v. Roll SRL y otro". L BA 2005-0-25 . 
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contro l de l empresario . Difíc ilmente, o casi nunca - sa lvo excepciones, y 
si queremos ser coherentes con nuestro pensami ento esbozado en el consi­
derando anterior-, pueda predicarse esto de l hecho de un c liente que par­
ticipa de la reunión, baile o ' mov ida' que hace a l núc leo de la explotac ión 
comercial de la empresa y a l proyecto prestac iona l que e lla brinda, dentro 
de cuyo e lenco prec isamente se encuentra e l deber de seguridad tendiente 
a prevenir y ev itar los daños y perjuic ios que, entre otras fu entes, puedan 
surgir (de modo prev isible y natura leza ev itable) de los c lientes que parti­
cipan de ello". 

Aquí la so lución correcta se ve nítidamente: la ex im ente no se refi ere 
a cua lquier hecho de terceros, s ino a aque llos que son totalm ente aj enos a l 
plan prestac iona l que contiene e l contrato. Así, la ex istenc ia de otros es­
pectadores (pos ibles agentes dañadores) son pa1te de l entorno de l contrato 
y por ello mi smo pierden e l carácter de extrane idad de l que nos da una idea 
la eximente "hecho de un tercero". Se trataría, en todo caso, de un partic u­
lar tercero, no subordinado a l organi zador por e l cua l s í debe responder. 

Sin embargo, a continuac ión se de limita la faz negati va de esta cues­
tión, dándole su justo a lcance: " Desde ya que no todo y cua lquier acto u 
omisión de estos c lientes ha de escapar a la tipifi cación de l caso f01tuito o 
fuerza mayor e impediría tras ladar a l mi smo corno ' tercero ' la responsabi­
lidad por las consecuencias dañosas que se deri ven de l incumplimiento ob­
jetivo de su obligación de seguridad por la empresa demandada. Tal co rno 
lo damos a entender en e l párrafo precedente, si esos hechos fueran inev i­
tables, o, aunque susceptibles de prever por e l persona l contratado a ta les 
fines, les resultara a éstos imposible de ev itar en e l caso concreto (porque 
para ello se requeriría de los mi smos una dili genc ia, esmero, prev isión y 
poder antic ipatori o que superan, inc luso, a lo que es dable ex ig ir o esperar 
de gente de su profes ión), config urarían e l caso fortuito a que se refiere e l 
art. 514, CC iv. y tendría virtua lidad exonerati va de responsabilidad de la 
empresa". 

En sum a, parec iera que en este espec ia l contrato e l hecho de tercero 
como eximente tiene reduc ida apli cac ión y sólo sería útil a los efectos de 
ev itar la responsabilidad cuando toma las notas de un caso fo1t uito. 

Creo que esto es un paso ade lante hac ia la defi nic ión de l carácter obje­
tivo estricto de la responsabilidad del organizador de espectáculo públi co. 

Muy v inculado con estas refl ex iones se ha lla lo relativo a las caracte­
rísti cas de la empresa de entretenimientos y e parc imientos. 

En e l voto de l Dr. Roncoroni encontramos una exce lente descripc ión 
de cómo func iona este negocio y una no menos buena razón para imponer 
un rég im en de responsabilidad objetiva en cabeza de l -organizador, anc lada 
no ya en la tradi cional obli gac ión de seguridad s ino en e l ri esgo provecho. 
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Dice éste: "Estos clientes, al ser coprotagonistas o acto res mas ivos de esa 
act ividad ba ilable o ' mov ida ', dan e l verdadero sustrato materia l de la pro­
pia activ idad económica dinámica de la empresa y quedan suj etos de un a 
manera muy íntima e inmediata a los riesgos que genera la mi sma. Es que 
ésta no sólo toma de ellos la ganancia que genera e l cobro de l prec io con 
que ofrece su ' servicio' de di scoteca, confite ría ba ilable o sa lón de ba ile 
con sumin istro de bebidas y ciertos comest ibles. Además, se a limenta de 
la mas iva concurrenc ia y ' mov ida' de todos e ll os, pues es esto mi smo y no 
otra cosa - la ' mov ida'- el verdadero serv icio o producto que ella pone 
en el mercado para de ello obtener su lucro. E l loca l, e l mobiliario, re­
cepcionistas, personal de atenc ión, mozos, barmen, disc jockeys, personal 
de seguridad, bebidas, comestibles y demás elementos materia les no son 
más que e l perfil estático de la empresa, en tanto organizac ión de capi ta l, 
bienes y trabajo destinada a brindar e l serv icio de confitería ba il abl e, di s­
coteca o sala de ba ile. Pero la acti vidad dinámica de la empresa, e l servic io 
pleno y tota l que ella misma presta y ' vende ', neces ita e incorpora como 
coprotagoni stas inconscientes de ese mismo serv icio a quienes lo reciben: 
los centenares de jóvenes que mas iva y tumul tuosamente por las noches 
(genera lmente de los fines de semanas o prev ias a un día fe riado) compran 
su entrada para ingresar a l loca l y disfrutar en é l de la ' mov ida ' que e ll os 
mi smos, masivamente, contribuyen a generar, juntamente con los riesgos 
que se desprenden de e lla. 

"Desde esta mirada, en que los propios clientes, a l mismo tiempo que 
consumen mas ivamente e l producto que la empresa les vende, ' coparti­
cipan' también en su gestac ión s in rec ibi r específico provecho o contra­
prestación por ta l copartic ipac ión, lo menos que puede y debe ex igirse de 
la empresa es que asuma e l costo de la prevención de los riesgos y de la 
reparac ión de los daños previsibles que ta l activ idad provechosa para e lla 
genera a sus clientes ( inc luso, sería de desear que e l legis lador im ponga un 
seguro fo rzoso de responsabilidad civil por estos riesgos)". 

En dos párrafos e l juez votante da un giro acerca del fundamento de la 
responsabilidad de l organizador, esto es, ¿por qué debe responder? Pasa de 
la obligación accesoria de indemnidad a la doctrina de l riesgo-provecho, es 
dec ir, que el organi zador responde porque obtiene un provecho económi co 
de una empresa suya que introduce riegos en la comunidad . Lo im portante 
es que, más a llá de la discusión re lativa a las obligac iones de med ios y de 
resultado, la responsabi lidad objeti va en este campo se afi anza con esta 
interpretac ión. 

Otro gran ac ierto de este voto es la ca lifi cac ión de los espectadores 
asistentes como consumidores de un producto que la empresa les vende y 
e l encuadre de la acti vidad del organizador como un servic io. Sobre esta 
cuestión me expl ayaré a continuac ión. 
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IV. ESPECTÁCU LO PÚBLICO Y DEFENSA DEL CONSUM IDOR 

Sin embargo, la amplitud de situaciones dañosas pos ibles y un no tan 
exhaustivo repaso por la jurisprudencia nos muestran a las claras que, a 
pesar del predominio de una línea argumenta l en las so luciones, las dudas 
y los " idas y vueltas" existen. 

Encontramos s ituac iones en que los jueces son reticentes a consagrar 
una estricta responsabilidad objetiva y para negarla ape lan a l recurso de 
distinguir lo aleatorio de la seguridad de los contratantes. 

Lógicamente, mucho más difícil es para e l empresar.io, ubicado ex 
ante, definir cómo responderá, con qué alcances y en qué situaciones. Esto 
incidirá en e l cá lculo de sus costos (ej .: ló que gastará en prevenir) y en e l 
tenor de sus decisiones (ej .: s i trasladará sus costos al precio o no), y por 
qué no en las decisiones de los espectadores. Aq uí es donde e l derecho 
debe presentarse como fuente de certezas, de seguridades, de respuestas 
concretas. 

Una respuesta rápida propondría la creac ión de un instrumento lega l 
que inevitablemente contribuirá a acentuar la inflación normativa. Pero a 
poco que se reflexiona en ello, encontramos entre las herramientas dispo­
nibles una que se muestra como muy adecuada. Me refiero a la ley 24.240 
de Defensa de l Consumidor y Usuarios (de aq uí en más LDC). 

En los di st intos sectores de actividad económica en que se brinda un 
servicio, va ganando terreno la doctri na que afi rm a que entre prestador y 
usuario siempre se da una relación de consumo. C ietiamente, asistimos a un 
auspicioso proceso de consolidación de la fuerza expansiva de la LDC, a la 
que espec ia lmente la jurisprudencia acude para sustentar sus soluc iones. 

Se trata de estab lecer una relación de consum o entre e l empresar io 
organizador y e l espectador/usuario. 

Para ello es necesario esclarecer dos cuestiones : 
l . Qué tan am plio es e l concepto de servicio en la LDC. 
2. Si la prestación a cargo del organizador del espectáculo se trata de 

un servicio, de acuerdo a la L DC. 

1. La ley 24.240 en su a ti . 1° prescribe que " ... Se consideran consu­
midores o usuar ios, las personas físicas o jurídicas que contratan a título 
oneroso para su consu mo final o beneficio propio o de su grupo familiar o 
social: ... b) La prestación de servicios" . 

Como puede apreciarse, la ley no restringe e l a lcance de l concepto, 
sino que se refiere s in más a " servicio". 
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Quizás esta aclaración resulte ociosa, pero creo que su interés radica 
en diferenciar claramente el servicio sin más, de l servicio públi co, que es 
el que ha despertado en mayor medida la curi os idad de los j uri stas. De 
hecho, existe abundante literatura jurídica re lati va a l encuad re de l serv icio 
público en la LDC. 

La LDC cob ija en su seno un concepto amplís imo. En un anális is exe­
gético de la LDC, e l Dr. Farina ha dicho que "e l concepto de ' prestac ión de 
servic ios' en esta ley es más amplio que de contrato de locación de serv i­
cios que regul a e l Cód igo C ivil , pues comprende todo contrato por e l cua l 
no se adquiere la propiedad o disponibilidad de una cosa si no e l uso y goce 
de una cosa ... " y luego "debemos poner mucho énfas is en esto, pues de 
otro modo quedarían fuera de esta ley una larga serie de re lac iones contrac­
tuales de vigencia permanante en todos los ámbitos de la v ida diaria" 20

. 

2. Corresponde ahora dilucidar si el contrato innominado de espec­
táculo públi co cont iene, entre las obligac iones que const ituyen su objeto, 
alguna prestación de servic ios. 

¿A qué se ob liga e l organizador? Se obliga a brindar un entretenimien­
to, un lugar de di stracción y esparc imiento para e l espectador o as istente . 
Y esto consiste en, por ejem plo, poner a su di spos ic ión una pista de ba il e, 
reproducir música acorde con la situac ión, ofrecer bebidas y comidas, etc. 

Rea lizando una interpretacion a contrario, caemos en la cuenta de que 
no se trata de una venta, tampoco de la locac ión de una cosa . No puede 
ser otra cosa que la prestación de un serv icio de entreten imiento brindado 
por el organizador para ser disfrutado, a cambio de un precio, por quienes 
asistan, respondiendo a la oferta realizada . 

Como dice Farina 21
, cuando la ley se ocupa de los prestadores de 

servicios "se refi ere a los organizadore en forma de empresa, sea que los 
serv icios los presten sus propios integrantes, personal dependiente o terce­
ros. El concepto de prestación de servicios es amplísimo para la ley, pues 
abarca todo supuesto en que e l objeto del contrato no consista en vender o 
en dar en locación a una cosa; auque aun en estos casos el serv icio puede 
ser objeto principal o accesorio del contrato" . Y termina definiendo: " En 
consecuencia, se hallan incluidos los espectáculos públicos, etc .". 

Por otro lado, en e l voto del Dr. Roncoroni antes citado, éste no dudó 
en caracterizar a este contrato como un servic io prestado por e l organiza­
dor de espectáculos, en los siguientes térm inos: " Estos c lientes, al ser co­
protagon istas o actores masivos de esa activ idad bailable o ' movida ', dan 

211 F KJNA, Juan M., Defensa del consumidor y de/usuario. A sirca, Buenos Ai n:s. 1995. 
11 F AK J 'A. Juan M .. Defensa del consumidO!: .. , c iL 
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el verdadero sustrato material de la propia actividad económica dinámica 
de la empresa y quedan sujetos de una manera muy íntima e inmediata a los 
riesgos que genera la misma . Es que ésta no só lo toma de e llos la ganancia 
que genera el cobro del precio con que ofrece su 'servicio ' de discoteca, 
confitería bailable o salón de baile con suministro de bebidas y ciertos 
comestibles. Además, se a limenta de la masiva concurrencia y ' mov ida ' de 
todos ellos, pues es esto mismo y no otra cosa - la ' movida'- el verda­
dero servicio o producto que e lla pone en e l mercado para de e llo obtener 
su lucro" . 

Desde esta óptica, no caben dudas de que e l contrato innominado de 
espectáculo público es perfectamente encuadrable en la noción de servic io 
contenida en el articulado de la LDC. 

V. C ONSECUENCIAS DE ENCUADRAR ESTE CO TRATO 

COMO UNA RELACIÓ DE CONSUMO 

Esta conc lusión trae una serie de ventajas para e l usuario de l serv ic io, 
más teniendo en cuenta que la Constitución Naciona l ha elevado los dere­
chos del consumidor a rango constitucional. 

A partir de esta interpretación, se robustece la existenc ia de la obliga­
ción de seguridad que pesa sobre los organizadores de espectácu los, dando 
contornos defi nidos al riesgo empresari o y a los derechos de los usuari os. 

Al tratarse de una relación de consumo, la obligac ión de seguridad 
se ha lla incorporada a su contenido en v irtud del art. so de la ley 24.240, 
prescindiendo de recurrir a l art. 1198 de l Código Civ il. 

Además, se defi ne con 1 ím ites precisos e l carácter de su responsabi­
lidad . Consecuencia necesaria de entender comprendido este contrato en 
la normativa de la LDC es la ap licación de l art. 40 de dicha ley, que en su 
parte pertinente prescribe: "Si e l daño a l consumidor resulta del v ic io o 
riesgo de la co a o de la prestación del servicio responderá el productor, e l 
fabr icante, e l di stribuidor , e l proveedor, e l vendedor y quien haya puesto 
su marca en la cosa o servicio.( ... ) Só lo se liberará tota l o parcia lmente s i 
demuestra que la causa del daño le ha sido ajena". 

Además de estas ventajas, podemos mencionar las s iguientes: 
- Gana terreno en e l asunto una visión preventiva. 
- Se potencia e l deber de información. 
- En caso de duda se debe estar siempre a la interpretación más fa-

vorable a l consumidor (conf. art. 3°, ley 24 .240). 
- Garantiza un acceso a los remedios constitucionales (amparo, re­

cursos extraordinarios, etc.). 
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VI. Co CLUS ióN 

La jurisprudencia ha desarrollado un concepto de ob ligación de se­
guridad en los contratos de espectáculos públicos donde preva lece la apli­
cac ión de un factor objetivo de atr ibuc ión con matices que hacen a sus 
caracteres particulares. Si n embargo, es necesar io llevar más certeza a l 
instituto en un contrato tan amplio. Por todo lo expuesto, considero que la 
herramienta más apropiada para lograr este noble objetivo es la aplicación 
de la Ley de Defensa del Consumidor (ley 24.240) a este con.trato, teniendo 
en cuenta su caracterización como relación de consumo. 
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